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1. SOBRE LOS REQUISITOS DE UNA TÉCNICA LEGISLATIVA DE CALIDAD

La interpretación y aplicación de la Ley Orgánica10/2022 de garantía integral de la 
libertad sexual (conocida con la denominación de ley del «solo sí es sí») ha provocado 
un considerable debate en el que se ha denunciado que el texto de la ley presenta serios 
problemas de calidad técnica. En esta nota me referiré al argumento de quienes no solo 
señalan la deficiente técnica legislativa de esta ley, sino que, además, denuncian la supuesta 
ilegitimidad de su «carácter ideológico» con el objetivo de ofrecer algunos argumentos 
sobre las condiciones de calidad de la técnica legislativa y sobre las exigencias del proceso 
democrático de elaboración de las leyes.

En nuestra tradición de Derecho continental, un argumento reiterado sobre las condi-
ciones de calidad de la producción legislativa consiste en señalar que las leyes han de ser, en 
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lo posible, pocas, breves y claras y que, como señalara Montesquieu, «las leyes innecesarias 
debilitan a las leyes necesarias»1. Pero ya Bentham, ante la evidencia de que ese modelo 
restrictivo de producción normativa no podía sostenerse debido al proceso de crecimiento 
de las tareas asumidas por el Estado moderno2, tuvo que hacer frente a otra manera de aco-
meter la tarea legislativa y plantearse lo que llamó una nomografía o arte de producir leyes, 
que sentó las bases de la moderna teoría y técnica legislativas3.

Para juzgar la calidad de una norma en términos de técnica legislativa, debemos pre-
guntarnos por su necesidad, su utilidad, su adecuación a los fines que propone y su justi-
ficación. En todo caso, son cuestiones que los expertos han explicado en términos de las 
condiciones de racionalidad de las leyes, y remiten a cinco manifestaciones de esa raciona-
lidad: i) lingüística/comunicativa, ii) jurídico formal, iii) pragmática, iv) teleológica y v) 
ética. En principio, la función de los letrados de las Cámaras legislativas consiste en asegu-
rar esas condiciones, al menos las tres primeras. Pero con alguna frecuencia comprobamos 
que, respecto a las otras dos, el debate excede el juicio técnico de los mismos y nos lleva 
a la arena pública, esto es, precisamente al ámbito del pluralismo ideológico. A mi juicio, 
en el caso del debate sobre la LO10/2022 puede advertirse una suerte de falacia política 
que nace de una tergiversación de pluralismo4 y va mucho más allá de la legítima crítica 
a toda iniciativa legislativa y a su puesta en práctica, pues tergiversa la noción de interés o 
utilidad general.

Esto exige una primera reflexión sobre el uso peyorativo o descalificador del término 
«ideológico». Sin perjuicio de entrar en ello con más detalle después, resulta inaceptable 
que alguien pretenda descalificar a sus adversarios alegando que actúan por motivos «ideo-
lógicos», como si eso fuera ilegítimo, mientras uno mismo siempre lo haría por razones 
«objetivas» o de interés general.

En una sociedad democrática el pluralismo ideológico es un valor que hay que garan-
tizar. Tener una ideología no solo es algo inevitable, sino legítimo. Intentar excluir del 
espacio público a alguien o a un grupo so pretexto de su ideología o, no digamos, querer 
obligar a alguien a renunciar su ideología es inaceptable, siempre que esa ideología se de-
fienda por medios pacíficos y no implique violación de derechos fundamentales de nadie. 
Por lo demás, no cabe asombrarse por el hecho de que un grupo político pretenda que su 
programa político sea coherente con la propia ideología: eso es solo una muestra de con-
sistencia lógica.

En cualquier caso, corresponde libremente a los ciudadanos optar por una u otra pre-
ferencia ideológica y dar su apoyo a las correspondientes opciones políticas. Otra cosa es, 
claro, que con la descalificación como «ideológica» (que, insisto, suele ser selectiva: unos 
rechazan la ideología comunista, social comunista, otros, la liberal conservadora, o la in-
dependentista) en realidad se persiga mostrar que, en lugar de apuntar al interés general, al 
bien común, se ponen por encima intereses particulares. Pero eso es un empleo absoluta-
mente impropio del término «ideológico».

Volvamos a la cuestión de la calidad de la técnica legislativa, a propósito del caso con-
creto de esta ley. ¿Cumple la LO 10/2022 con las exigencias de esas condiciones de racio-
nalidad jurídica?
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La racionalidad lingüístico-comunicativa exige que el legislador sepa comunicar, trans-
mitir su mensaje al destinatario, a los ciudadanos, con claridad. ¿Cumple la LO 10/2022 
esta condición?

Antes de responder, me permito señalar que, a mi juicio, la mayor parte de los ciudada-
nos y, desgraciadamente, la mayoría de quienes han intervenido en el debate, no parecen 
haber leído con mínima atención el texto de la ley. Que los ciudadanos no lo hagan es 
perfectamente comprensible. Pero no lo es en el otro caso: no se debe opinar de aquello que 
no ya es que no se entienda, sino que ni siquiera se ha leído. En todo caso, si acudimos, por 
ejemplo, al preámbulo de la LO 10/2022 (que equivale a la exposición de motivos), cabe 
sostener que deja muy claro qué se pretende con esta ley. En el párrafo final del apartado 
II de ese preámbulo el mensaje de la ley es muy claro5. Su lectura habría ahorrado —a mi 
juicio— buena parte del debate, centrado erróneamente en la relevancia de la gravedad de 
las sanciones como indicador de la protección que trata de ofrecer esta norma a la libertad 
sexual de las mujeres.

Asunto diferente es la manifiestamente mejorable comunicación de la ley por parte 
del Ministerio de Igualdad, con mensajes a mi juicio muy desafortunados en sus genera-
lizaciones sobre la ideología machista y fascista de «los jueces» («fascistas con toga», según 
llegaron a sostener algunas de esas autoridades ministeriales). Está claro que hay jueces y 
juezas machistas y jueces y juezas de ideología política reaccionaria. Pero la generalización 
es inaceptable. También fue un grave error comunicativo el énfasis inicial de los represen-
tantes del Ministerio en el agravamiento de las penas y el aventurado diagnóstico de que 
no se producirían discrepancias interpretativas (ni excarcelaciones) a raíz de las sentencias 
que se dictaran desde la vigencia de la ley, algo que los hechos, es decir, las sentencias 
judiciales, han desmentido. Pero insisto, estas manifestaciones de deficiente racionalidad 
lingüístico-comunicativa no son del texto legal, sino de responsables políticos que no han 
estado a la altura.

En lo que se refiere al requisito de que las leyes cuenten con una racionalidad jurídico-
formal —el aspecto más propiamente técnico jurídico—, la tradición legislativa continen-
tal apunta que la calidad legislativa exige a leyes que cumplan tres características formales, 
no materiales: que sean claras, sistemáticas y unívocas. Pero lo cierto es que, en nuestro 
país, se ha optado por una dimensión aún más estrictamente formal como requisito de 
calidad legislativa, tal y como señala una reiterada jurisprudencia constitucional6. Nuestro 
Tribunal Constitucional ha insistido en que no hay una exigencia constitucional para que 
las leyes sean de una determinada forma. Por decirlo a la llana, esa jurisprudencia sostiene 
que las Cortes Generales pueden aprobar malas leyes con tal de que se respeten los requisi-
tos formales de competencia y procedimiento, sin que eso suponga un reproche constitu-
cional. Las Cortes tienen, por así decirlo, plena libertad para aprobar los que deseen, con 
el único límite de la Constitución. Hay una única excepción: en materia de sanciones y, 
especialmente, en materia penal, sí se exige el requisito de claridad: no caben leyes penales 
o de sanciones administrativas que sean confusas, carentes de precisión suficiente, de forma 
que no permitan a los individuos acomodar sus conductas a las normas7.
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Pues bien, desde ese modo de entender el requisito de racionalidad técnico formal, la 
LO 10/2022 parece coherente con la jerarquía normativa y constitucional y también con 
los compromisos internacionales de nuestro país en materia de Derecho internacional de 
los derechos humanos, específicamente en lo relativo a la lucha contra la violencia de géne-
ro. Cumple asimismo con los requisitos de competencia y procedimiento.

Eso no significa, insisto, que desde el punto de vista técnico no sea manifiestamente 
mejorable. Los problemas relativos al establecimiento de las penas, debido a la fusión de 
tipos penales que se lleva a cabo en la ley y a la ausencia de una disposición específica de 
carácter transitorio, han sido señalados como deficiencias que deberían haberse subsanado. 
En relación con las resoluciones judiciales dictadas como consecuencia de la entrada en 
vigor de la Ley Orgánica 10/2022, de garantía integral de la libertad sexual, la Comisión 
Permanente del CGPJ emitió el 12 de noviembre de 2022 un comunicado en el que se 
reitera en el Informe sobre la ley, emitido el 25 de febrero de 2021 y, en particular, advierte 
sobre las consecuencias del nuevo cuadro de sanciones que contempla la ley y que, según 
expresaba el Consejo, conducía a la revisión de las condenas en las que se hubieran impues-
to las penas máximas, conforme a la legislación vigente8.

Tampoco veo objeciones insuperables desde el punto de vista de las exigencias de una 
racionalidad pragmática, que exige que la conducta de los ciudadanos se pueda adecuar a lo 
prescrito en esta ley y que haya mecanismos de exigencia suficiente para su puesta en prác-
tica y para sancionar su incumplimiento y, sobre todo, proteger a las víctimas. La palabra 
aquí la tienen los tribunales de justicia que, conforme a lo que ha dictaminado el Tribunal 
Supremo en la sentencia en que se ha resuelto el recurso por el denominado caso Arandi-
na9, han de proceder caso a caso, sin que valga un criterio general a priori, como propuso 
la instrucción de noviembre de 2022 del fiscal general del Estado (FGE)10. Si la ley hubiera 
mejorado los aspectos técnicos señalados, podría haberse evitado esa necesidad de ir caso 
por caso, que debilita lo que debería ser regla cuando hablamos de una ley (la condición de 
generalidad). En buena medida, será cuestión de esperar a su «rodaje».

Dicho esto, vamos al núcleo de la cuestión que, a mi entender, atañe a las dos últimas 
formas de racionalidad, pues lo que más nos importa es iv) si la ley se ordena adecuada-
mente a los fines sociales perseguidos y v) si las conductas que se prescriben y la propia 
finalidad de la ley presuponen valores susceptibles de justificación ética. No de cualquiera 
de las concepciones éticas que concurren en una sociedad plural ni de la ética de tal o cual 
juez, sino de la ética pública, que es lo relevante en términos jurídicos: la ética consagrada 
de forma positiva en la Constitución y en las leyes, que establecen qué es lo relevante, lo 
valioso y, por tanto, digno de proteger y de manera negativa en el Código Penal, que deter-
mina qué conductas resultan inaceptables y deben ser castigadas.

Por lo que se refiere a las exigencias de la racionalidad teleológica, me parece que la 
LO10/2022 se formula y ordena adecuadamente a los fines de la norma, que son la garan-
tía de la libertad sexual de las mujeres y de los menores, su adecuación de cara a la garantía 
de la libertad sexual y la protección de las víctimas que sufren violaciones de esa libertad. 
El problema de la adecuación y proporcionalidad de las sanciones no es determinante des-
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de el punto de vista de la adecuación teleológica, pero sin duda constituye una cuestión a 
considerar y ensombrece el juicio positivo sobre esta cuarta exigencia.

Pero la cuestión prioritaria es la racionalidad justificativa, esto es, esclarecer si hay una 
suficiente justificación de la ley, lo que obliga a llevar a cabo un juicio ético, social y polí-
tico. Lo relevante para valorar la argumentación justificativa de esta ley, a mi entender, es 
precisamente lo que señalaron Clara Serra y otros autores en un esclarecedor artículo11: la 
ley se justifica porque trata de asegurar a las mujeres que se garantizará siempre su consen-
timiento en sus relaciones sexuales y, con ello, su libertad sexual. Ese argumento es el más 
importante, mucho más que la exigencia de evitar que se rebajen las penas por la infracción 
de tal consentimiento, o que estas sean más graves (cuestión compleja ante la modificación 
de los tipos penales), o el debate sobre la interpretación del principio de retroactividad en 
el ámbito penal, cuestiones sin duda significativas y que a mi juicio ha explicado muy bien 
mi compañero, el profesor Carbonell, en un reciente artículo12.

Es decir, la ley trata de garantizar el principio básico que la inspira y que, en última 
instancia, no es otro que el viejo argumento del favor libertatis (D.29,2,71pr.; 35,2,32,5), 
en la modalidad de garantía básica de la libertad sexual, lo que a mi juicio remite acertada-
mente no tanto a la existencia o no de violencia en la relación sexual, sino a la de consenti-
miento. Esta exigencia, a mi juicio, está pertinentemente puesta de relieve en la ley y, no lo 
olvidemos, expresa un consenso ideológico amplio (una mayoría holgada en las Cámaras) 
sobre la relevancia de la justificación de esta iniciativa legislativa que, insisto, es una cues-
tión de igual libertad entre hombres y mujeres y por eso, es una exigencia del feminismo, 
entendido como componente ideológico imprescindible de la legitimidad democrática.

2. LA INEXORABLE DIMENSIÓN IDEOLÓGICA: EL DERECHO 
NO PUEDE NI DEBE SER UN INSTRUMENTO ASÉPTICO

Pero quiero volver sobre la crítica que aduce una supuestamente espuria «contamina-
ción ideológica de la ley». Se trata de un alegato que, a mi juicio, revela un error conceptual 
de fondo, que es el que tratamos de explicar a los estudiantes de Derecho desde el primer 
día de clase. Una sugerencia: cuando escuchen a alguien sostener que las leyes no deben 
tener elementos ideológicos, sospechen que en realidad lo que se pretende es que las leyes 
consagren la ideología de quien eso sostiene, excluyendo cualquier otra. Esto es, lo que 
sostienen los defensores de la tesis de la asepsia ideológico-valorativa de las leyes, en rea-
lidad, es que hay una ideología «verdadera», unos verdaderos valores que las leyes deben 
transmitir: los suyos, claro. Es decir, que son enemigos del pluralismo ideológico que es un 
elemento constitutivo de cualquier sociedad democrática.

Frente a la pretensión de que el Derecho es una creación científica o técnica dotada 
de asepsia valorativa (suele hablarse de «neutralidad ideológica»), lo cierto es que, por sus 
características como herramienta de intervención en las relaciones sociales y en los con-
flictos, y por las que son propias (inevitables) de los operadores jurídicos, el Derecho está 
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inevitablemente cargado de ideología. Por supuesto, eso es así también en el caso de un 
sistema jurídico de carácter democrático. Trataré de recordar brevemente las razones de una 
afirmación como esta, que caen por su propio peso.

El primer argumento roza el terreno de la obviedad, por más que sea ese tipo de ob-
viedad que se consigue ocultar o enmascarar. Eso que llamamos Derecho no tiene nada 
que ver con una suerte de deus ex machina. No consiste en la revelación o descubrimiento 
de verdades inmutables, como parece sugerir cierto lenguaje jurídico al uso, cuando habla, 
por ejemplo, de la «naturaleza jurídica» de sus normas e instituciones. Ni la propiedad, 
ni el matrimonio, ni la hipoteca, ni los desahucios, ni los préstamos personales, ni las 
suspensiones de pago o la adquisición de la nacionalidad responden a nada parecido a 
la naturaleza o a las leyes naturales. Son soluciones, herramientas que hemos inventado 
para obtener y asegurar determinados objetivos. Por tanto, su razón de ser depende de 
esos propósitos, que es tanto como decir de la finalidad que persiguen los actores sociales 
que tienen capacidad para imponer sus soluciones. Durante la mayor parte de la historia 
de nuestras sociedades, esos objetivos, su prioridad, los medios para asegurarlos, han sido 
decididos por quienes dominan en ellas. Las más de las veces, mediante la amenaza o el 
ejercicio de la fuerza (luego se llamará a esto «monopolio legítimo de la coacción»), que ya 
a San Agustín le servía para mostrar la analogía entre los imperios y los piratas o bandas de 
ladrones13. La única diferencia entre unos y otros, señala el de Hipona, es que esa fuerza 
esté al servicio de la justicia, lo que reenvía a un problema conceptual muy difícil de resolver, 
tanto que llevamos más de veinticinco siglos sin establecer una respuesta inequívoca: ¿qué 
es la justicia? Respuestas aparentemente claras («dar a cada uno lo suyo») se han mostrado 
en el fondo ambiguas, si recordamos que tal fórmula literal fue utilizada como emblemas 
en los campos de concentración nazis: jedem das seine. Esto es, para pervertir esa fórmula de 
justicia, basta con que quien tenga la competencia de decidir sostenga que «lo suyo de los 
otros» es nada o peor que nada: discriminación, explotación, tortura, genocidio para mu-
jeres, judíos, negros, indígenas colonizados, palestinos, rohingyas, personas pertenecientes 
a grupos LGTBI y tutti quanti. Y eso es el límite ideológico inaceptable.

Por tanto, sí: la ideología es relevante como argumento a la hora de justificar una inicia-
tiva legislativa. Y sí: dentro del pluralismo ideológico que debe tener cabida en la democra-
cia hay un criterio, al menos negativo, que nos sirve para juzgar si la ideología que inspira 
una norma ofrece una justificación aceptable.

Aún más, si nos preguntamos qué ideología es la que más nos aproxima al ideal de 
justicia, qué ideología debe guiar la técnica legislativa, hay una pista fiable, la que ofrecie-
ron quienes prepararon la Declaración Universal de los Derechos Humanos (DUDH): la 
garantía y desarrollo de los derechos humanos para todos los seres humanos es la ideología 
de la justicia, la idea regulativa que debe presidir cualquier trabajo de técnica legislativa. 
Preguntémonos: esta medida que queremos adoptar, esta iniciativa legislativa, ¿contribuye 
a mejorar las condiciones de vida, el acceso y disfrute de los derechos humanos, sobre todo 
para aquellas personas y grupos que tienen más dificultad para alcanzarlos y disfrutar de 
ellos? ¿Las garantiza suficientemente?
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Plantearé ahora un segundo argumento, relativo a lo que sucede en un sistema jurídico 
como el nuestro. La legitimidad democrática del Derecho ha venido a proporcionarnos 
una solución que, si no es mágica ni perfecta, resulta la más convincente: establece una 
presunción a favor de la fundamentación justa (ideológicamente justa) que tienen las nor-
mas e instituciones jurídicas que median en las relaciones sociales cuando cuentan con el 
acuerdo de la mayoría de los sujetos que tienen derecho a decidirlas y que son también los mismos 
a quienes serán aplicadas.

En otras palabras, eso que llamamos Derecho debe responder a la voluntad popular. Y 
su justificación, lo que llamamos justicia, lo que hace posible que lo veamos aceptable y lo 
obedezcamos, consiste en aquello que a la mayoría le parece justo. Aunque no sin límite 
alguno: hay cuestiones que se sustraen a lo decidible. Lo indecidible está conformado por 
lo que conocemos como derechos, al menos los derechos humanos y fundamentales que, 
como se ha dicho, constituyen una suerte de coto vedado, unas garantías para todos y en 
especial para los más alejados del poder, para las minorías14. Y por eso cabe la disidencia e 
incluso la desobediencia civil frente a las normas adoptadas por la mayoría, siempre y cuan-
do esa disidencia, esas prácticas de desobediencia civil, acepten el principio básico: que las 
normas aprobadas por la mayoría solo pueden modificarse pacíficamente y solo las puede 
modificar la mayoría. Por eso, la actuación de la disidencia, la práctica de la desobediencia 
civil consiste en apelar a la propia mayoría para que rectifique su decisión, a la vista de las 
razones justificativas que ofrece el disidente. Por eso, la calidad de una democracia se mide 
también por su capacidad para albergar la disidencia sin criminalizarla.

¿Tiene la LO 10/2022 un sesgo ideológico que la descalifica? La respuesta, a mi juicio, 
es no. Por supuesto, quienes encuentran en la ley el sello de la «ideología de género» alegan 
que la ley no está justificada por que aducen que esa ideología es inaceptable. Yerran, en 
mi opinión: la ideología que justifica esta ley es la del feminismo, que es la ideología de la 
igualdad entre mujeres y hombres. El feminismo, entendido como componente ideológico 
imprescindible de la legitimidad democrática. La ideología feminista inspira normas como 
el Convenio de Estambul de 11 de mayo de 2011, un Convenio para la prevención y lucha 
contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica que ha sido ratificado por 
nuestro país y que, por tanto, forma parte de nuestro Derecho interno. La LO 10/2022, 
cuyo objetivo es que las mujeres (y los menores) dejen de ser víctimas propiciatorias de la 
violencia sexual, ofrece una protección integral contra esas violencias. Esta ley es un instru-
mento que desarrolla ese marco normativo y, por tanto, se justifica por él, por la ideología 
que lo impulsa.

3. LA IDEOLOGÍA DE LA MAYORÍA, FUNDAMENTO DE LA LEY

Para terminar, añadiré una obviedad: en un sistema democrático, la producción de la 
ley consiste en obtener acuerdos de mayoría. Mayoría que, hoy y en nuestro país, ya no es 
absoluta, sino que debe ser construida por la negociación y el acuerdo de diferentes grupos 
que, sumados, constituyan una mayoría parlamentaria suficiente. Eso relativiza considera-



362

 
TE

O
RD

ER
 2

02
2,

 N
º 

33
, P

ÁG
S.

 3
54

-3
65

blemente la realización tout court del programa electoral: al no contar con mayoría abso-
luta, ni siquiera la primera fuerza parlamentaria puede imponer su programa, traducirlo 
en leyes.

Por tanto, el Derecho propio de una democracia parlamentaria sin mayorías absolutas 
como lo es la nuestra, hoy y ahora (y no parece que vayan a regresar los tiempos de las 
mayorías absolutas y el bipartidismo perfecto) es, forzosamente, un Derecho negociado, 
desde posiciones y proyectos ideológicos plurales. Un Derecho que consiste en normas que 
se negocian, en torno a lo que se considera más oportuno en cada momento para gestionar 
las relaciones sociales, se decide lo que es aceptable y también, lo que suele ser más sencillo, 
qué es lo que no debemos ni podemos aceptar.

Eso último es el cometido del Derecho penal, que en sociedades democráticas es la 
ultima ratio, el último recurso para garantizar que no se cause a nadie un daño en aquellos 
bienes que consideramos valiosos: la libertad, la integridad física, la autonomía, la preser-
vación de la intimidad, pero también el acceso a recursos necesarios para una vida digna 
(trabajo, vivienda, recursos energéticos, por cierto…) y, obviamente, el acceso a la salud 
y a la educación. Por eso, el Derecho ni puede ni debe ser neutral ideológicamente: no lo es 
ante la tortura, ante la discriminación de las mujeres, ante la violencia de género, ante la 
explotación de los menores, ante cualquiera de las manifestaciones de crueldad, violencia, 
discriminación o explotación.

Esa toma de posición ideológica, propia de un Derecho democrático, exige que evite-
mos que quienes ostentan posiciones de poder puedan imponer su propia conciencia (o su 
ideología) frente a las de la mayoría. Y esto sirve como advertencia frente a la falacia argu-
mentativa y profundamente antidemocrática de la que se sirven quienes reservan a algunos 
privilegiados una suerte de capacidad de decisión superior: por encima o incluso contraria a 
la de la mayoría. Esto se aplica, en particular, como recordaba el profesor Carbonell15, al 
riesgo de que las decisiones judiciales puedan invadir o suplantar la voluntad general que 
expresan las leyes.

Ni los jueces ni los tribunales de justicia son una especie de legislador de reserva, una 
última cámara legislativa. Ni siquiera lo es el Tribunal Constitucional (TC), cuya función 
—conforme al modelo kelseniano— es la de control negativo, esto es, expulsar del sistema 
jurídico aquello que no es conforme con lo que dispone la Constitución. Pero, en ningún 
caso, la tarea del TC consiste en decir cómo se debe legislar esta o aquella materia, algo 
que es competencia del poder legislativo, como representación de la voluntad soberana del 
pueblo.

Por lo mismo, las propias convicciones ideológicas de cada juez, su conciencia —por 
refinada que sea— no constituyen argumento suficiente ni legítimo para sustituir o corre-
gir —y, menos aún, para suplantar— la conciencia de la mayoría que se expresa en las leyes 
aprobadas por la mayoría parlamentaria. En nuestro sistema, la única legitimidad de las 
decisiones de los jueces consiste en ajustarse a la legalidad, la que dictan las Cámaras legis-
lativas. En todo caso, los jueces pueden plantear cuestiones de constitucionalidad, cuando 
entiendan que la ley es incompatible con exigencias constitucionales. Por eso, cuando el 
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juez se encuentra en el dilema de incompatibilidad entre sus propias convicciones y la 
exigencia de la legalidad, no tiene otro camino que atenerse a lo que establece la ley o 
renunciar a ser juez16. Porque en un sistema como el nuestro, en el que los jueces son 
funcionarios del servicio público de justicia, la única legitimidad de las decisiones de los 
jueces consiste en ajustarse a la legalidad. Otra cosa supondría tomar en vano el principio 
de soberanía popular y el de separación de poderes.

NOTAS

1. Cfr. Montesquieu, El espíritu de las leyes, libro XXIX.

2. Un proceso, evidentemente, incrementado desde el modelo de Estado social. Sobre las lógicas de «in-
flación» y «deflación» normativas, pueden consultarse los ensayos de Alberto del Real y María José Fa-
riñas en el reciente libro coordinado por Fernández Liesa, Oliva Martínez y Pérez de la fuente (2022).

3. Como es sabido, Jeremy Bentham es la figura decisiva para la construcción de una teoría de la le-
gislación y también el precedente obligado para los ensayos de técnica legislativa. Entre sus múltiples 
trabajos sobre el particular llamo la atención sobre su Nomography, or the Art of inditing Laws, que cito 
por la edición de Bowring (1838-1843, v. III: 231-297; puede consultarse la edición en castellano pre-
parada por Zapatero (2000)). Sobre teoría y técnica legislativas, en castellano, además del texto pionero 
de Meehan (1976), cabe mencionar las obras colectivas de GRETEL (Grupo de Estudios de Técnica 
Legislativa) (1986 y 1989) y Sainz Moreno y Silva Ochoa (coords.) –Parlamento vasco (ed.) (1989). 
Entre los ensayos de teoría de la legislación mencionaré los de Atienza (1997) y Zapatero (2009). Desde 
el punto de vista más estricto de técnica legislativa, vid. Pendás (1989: 339: 375 y 2018: 215-220); 
Sanz Pérez (2012: 11-38); y Losano (2004: 163-181). Son asimismo destacables los trabajos de García 
Escudero (2005: 121-164 y 2011).

4. Imposible dejar de tener en cuenta el ensayo clásico de Bentham (1990) en el que denuncia como 
tales la presencia ilegítima de intereses particulares que suplen a la razón y a la utilidad pública en la 
elaboración de las leyes. 

5. Literalmente, se afirma: «Esta Ley Orgánica pretende dar cumplimiento a las mencionadas obliga-
ciones globales en materia de protección de los derechos humanos de las mujeres, las niñas y los niños 
frente a las violencias sexuales, integrándose también en la política exterior española; y, siguiendo el 
mandato del artículo 9.2 de la Constitución, remover los obstáculos para la prevención de estas violen-
cias, así como para garantizar una respuesta adecuada, integral y coordinada que proporcione atención, 
protección, justicia y reparación a las víctimas. Para ello, esta ley orgánica extiende y desarrolla para las 
violencias sexuales todos aquellos aspectos preventivos, de atención, sanción, especialización o asisten-
cia integral que, estando vigentes para otras violencias, no contaban con medidas específicas para poder 
abordar de forma adecuada y transversal las violencias sexuales. Además, como novedad, se desarrolla el 
derecho a la reparación, como uno de los ejes centrales de la responsabilidad institucional para lograr la 
completa recuperación de las víctimas y las garantías de no repetición de la violencia». El mensaje que 
la ley transmite, a mi juicio, es muy claro: se trata de proporcionar una protección de carácter integral 
a las víctimas de violencias sexuales. La cuestión de la gradación de las penas a los culpables no es, ni 
de lejos, su objetivo principal.

6. Cfr. STC 76/1983; STC 109/1987, STC 226/1993; STC 195/1996; STC 136/2001, por citar 
algunas.
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7. Así, STC 150/1990; en el mismo sentido, STEDH, de 30 de julio de 2009.

8. El comunicado sostiene lo siguiente: «La aplicación de la norma más favorable constituye un princi-
pio básico del Derecho penal, derivado del artículo 9.3 de la Constitución Española y del artículo 2.2 
del Código Penal, que establece que ‘tendrán efecto retroactivo aquellas leyes penales que favorezcan 
al reo, aunque al entrar en vigor hubiera recaído sentencia firme y el sujeto estuviese cumpliendo 
condena’. .Las resoluciones judiciales conocidas en los últimos días y dictadas como consecuencia de 
la entrada en vigor de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de la libertad 
sexual resultan, por tanto, de la aplicación estricta de estos preceptos por parte de los miembros del 
Poder Judicial, sometidos únicamente al imperio de la ley tal y como dispone el artículo 117.1 de la 
Constitución Española.  Este Consejo General del Poder Judicial, en ejercicio de las competencias que 
le atribuye el artículo 599.1.12ª de la Ley Orgánica del Poder Judicial, emitió el 25 de febrero de 2021 
el correspondiente informe sobre el anteproyecto de Ley Orgánica de Garantía Integral de la Libertad 
Sexual, que fue aprobado por unanimidad. El informe, que fue remitido al prelegislador, constataba 
que el cuadro penológico contemplado en el anteproyecto para los delitos de agresiones sexuales tipifi-
cados en los capítulos I y II del título VIII del Código Penal suponía una reducción del límite máximo 
de algunas penas y concluía que ‘la reducción de los límites máximos de las penas comportará la revi-
sión de aquellas condenas en las que se hayan impuesto las penas máximas conforme a la legislación 
vigente’. Esta Comisión Permanente, por otra parte, expresa su más firme repulsa a los intolerables 
ataques vertidos en las últimas horas contra los miembros del Poder Judicial por algunos responsables 
políticos, que se contraponen con el acreditado compromiso de la Carrera Judicial con la protección 
de las víctimas de los delitos contra la libertad sexual. Este tipo de actuaciones minan la confianza de 
las víctimas en las Administraciones y, singularmente, en la de Justicia, aumentando su desprotección». 
Disponible en: <https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/En-Portada/Comunicado-de-la-
Comision-Permanente-en-relacion-con-las-resoluciones-judiciales-dictadas-como-consecuencia-de-la-
entrada-en-vigor-de-la-Ley-Organica-10-2022--de-garantia-integral-de-la-libertad-sexual.>.

9. Disponible en: <https://elpais.com/espana/2022-11-29/el-supremo-eleva-las-penas-del-caso-aran-
dina-pero-dice-que-serian-mas-altas-sin-la-ley-del-solo-si-es-si.html>.

10. El FGE dictó el 21 de noviembre de 2022 un decreto para que todos los integrantes del Ministerio 
Fiscal den una respuesta uniforme que garantice el principio de unidad de actuación ante la revisión de 
sentencias firmes derivada de la entrada en vigor de la LO 10/2022, conforme al cual se instruye a los 
fiscales para que no se revisen las condenas firmes cuando la pena impuesta en la sentencia sea suscep-
tible de ser aplicada con arreglo al nuevo marco legal resultante de la reforma. Disponible en: <https://
elderecho.com/decreto-fiscalia-general-estado-para-fijar-criterio-actuacion-sobre-ley-solo-si-es-si.>.

11. Cfr. Serra, Uría y Parra (2002). Disponible en: <https://elpais.com/opinion/2022-11-20/a-pro-
posito-de-la-ley-solo-si-es-si-los-arboles-y-el-bosque.html.>. En el mismo sentido, Coscubiela (2022). 
Disponible en: <https://www.eldiario.es/opinion/zona-critica/lecciones-ley-si-si_129_9750838.
html.>. 

12. Cfr. Carbonell (2022). Disponible en: <https://www.infolibre.es/opinion/plaza-publica/retroacti-
vidad_129_1373557.html>.

13. De Civitate Dei, IV, 4. 

14. La justificación básica de la limitación es la enunciada por John Stuart Mill en su On Liberty, la mis-
ma que se encuentra en el célebre texto de Jeremias Bentham —el padre de la moderna teoría y técnica 
de la legislación— en 1789, Introduction to the Principles of Moral and Legislation: evitar causar daño 
a intereses, necesidades o, digámoslo así, bienes jurídicamente relevantes. La tesis del «coto vedado», 
un núcleo indisponible sobre el que la mayoría no debe ni puede decidir, fue formulada con mucha 
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claridad y elegancia conceptual por el profesor Garzón Valdés (1989: 143-163) en respuesta a algunas 
observaciones críticas que yo mismo le formulé (De Lucas, 1989: 209-213).

15. De nuevo, Carbonell (2022), cit., supra, n. 12.

16. Sobre ello, Muguerza (1994: 535-559). En contra, De Lucas (1995: 167-208).
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I. CRITERIOS GENERALES PARA LA PRESENTACIÓN DE ARTÍCULOS A 
LA REVISTA TEORÍA & DERECHO

1. Los textos presentados para su publicación deberán ser trabajos originales e inéditos.
2. Los originales de los artículos de las dos primeras secciones («Debate» y «Estudios») tendrán una 

extensión de entre 8.000 y 14.000 palabras como máximo, un interlineado de 1.5 y letra de 
cuerpo 12. Deberán presentarse en soporte informático, preferentemente en Word (o formato 
revisable).

3. Los términos de presentación de originales finalizan el 1 de mayo (para el número que se publica 
en diciembre) y el 1 de noviembre (para el número que se publica en junio del año siguiente).

4. Al comienzo del texto han de indicarse el título del artículo, el nombre y apellidos del autor o 
autora, su cargo o profesión y la vinculación institucional con la que los autores o autoras desean 
aparecer identificados en el encabezamiento del artículo.

5. Los autores y autoras harán llegar con el artículo los datos suficientes para que la redacción de la 
Revista se pueda poner en contacto con ellos (dirección postal, teléfono y dirección electrónica).

6. Todos los artículos deberán ir acompañados de un resumen de 10 líneas o 1.000 caracteres en 
castellano y en inglés. También hay que incluir una lista de cinco o seis palabras clave o descrip-
tores de la materia en castellano y en inglés. El título del artículo debe escribirse en español y en 
inglés.

7. Los artículos deben ir precedidos de un sumario de los diferentes apartados en que se estruc-
turan. Los títulos y subtítulos de los textos seguirán el denominado «Sistema de numeración 
decimal de capítulos» y se escribirán solo con cifras arábigas. Las secciones se numerarán corre-
lativamente a partir de 1; cada sección o epígrafe puede subdividirse en n partes (subtítulos o 
subepígrafes) desde 1 hasta n; cada subepígrafe, a su vez, puede dividirse en otras subsecciones 
o partes menores desde 1 hasta n, y así sucesivamente: (1., 1.1., 1.2., 1.2.1…) (4., 4.1, 4.1.1, 
4.1.2…).

8. En el caso de los artículos publicados en la sección «Temas de Hoy», se podrán obviar algunos re-
quisitos formales de la revista (resumen, informes externos, extensión, originalidad), pero nada 
impide que el original enviado los cumpla plenamente, en cuyo caso la Revista lo hará constar.

9. En las traducciones y textos de la sección titulada «Varia» no se exige el cumplimiento de los 
requisitos anteriores.

II. ADMISIÓN DE ORIGINALES Y SISTEMA DE EVALUACIÓN

Los originales publicados en las secciones «Debates» y «Estudios» serán sometidos al criterio de 
expertos. El sistema de arbitraje recurre a evaluadores externos y la Revista garantiza su anonimato. 
Cualquiera de los evaluadores puede hacer observaciones o sugerencias a los autores, siempre y 
cuando el trabajo haya sido aceptado. Los autores recibirán el resultado de la evaluación y, en su 
caso, se les concederá un período de tiempo suficiente para que puedan hacer las modificaciones 
propuestas por los evaluadores.

Los evaluadores tendrán en cuenta, especialmente: i) la idoneidad temática; ii) la calidad y el 
rigor de los argumentos que se presentan; iii) la adecuación de la estructura expositiva del texto; iv) 
la oportunidad y relevancia del artículo para la discusión de problemas en su área de investigación; 
y v) la validez de los datos y las fuentes bibliográficas.

Tras la evaluación realizada por los expertos, la publicación definitiva de los trabajos será someti-
da de nuevo a la consideración del Consejo Editorial de Teoría & Derecho, que se reserva la facultad 
de revisar y corregir los textos si estos presentan errores ortotipográficos, gramaticales o de estilo.
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77 III. CORRESPONDENCIA CON LA REVISTA

Los originales deben ser enviados por correo electrónico a la dirección: teoria.derecho@uv.es. Los 
autores deben mandar dos archivos diferenciados en formato Word o compatible. El primero de ellos 
será el texto original que deberá estar completamente cegado y no contener ninguna referencia que 
permita al revisor/a conocer su autoría. En este mismo deberá aparecer el título, resumen y palabras 
clave en español e inglés. Asimismo, deberá suprimirse cualquier propiedad del archivo que haga re-
ferencia al autor o autora. El segundo documento debe contener título del texto, nombre y apellidos 
del autor, institución de origen, puesto que se ocupa en la actualidad, dirección de correo electrónico, 
así como los agradecimientos y referencias a proyectos de investigación en los que se enmarque la 
investigación del artículo.

Adjunto a los anteriores debe remitirse cumplimentado el formulario relativo a la gestión y pro-
tección de los datos personales por parte de la editorial de acuerdo con la normativa vigente. Dicho 
formulario puede encontrarse en la web de la revista: teoriayderecho.tirant.com.

También pueden remitirse por correo postal (copia impresa y en soporte digital) a la siguiente 
dirección: Revista Teoría & Derecho. Editorial Tirant lo Blanch, C/ Artes Gráficas 14, entresuelo, 
Valencia 46010.

IV. SISTEMA DE CITAS

1. Habida cuenta de la naturaleza de la revista, orientada fundamentalmente a la reflexión y al 
pensamiento teórico, el Consejo Editorial considera que la forma óptima de presentar las referen-
cias es a través de una nota bibliográfica general situada al final del texto que refleje el estado de la 
cuestión, los textos más relevantes y la fundamentación de las tesis del autor.

2. Podrá utilizarse también el sistema fecha / autor (o «sistema Harvard») de citas, esto es, refe-
rencia en el texto y elenco bibliográfico al final del artículo.

Cuando se opte por este sistema, las citas se insertarán en el texto con un paréntesis que conten-
ga: autor (coma), año de aparición de la obra y número(s) de página(s) precedido(s) de dos puntos. 
Ejemplo: (Vives, 2011:129).

Si se trata de una segunda (o posterior) edición de la obra, tal circunstancia se indicará con una 
voladita situada antes del año de publicación. Ejemplo: (Vives, 22011: 129).

– Al final del artículo se incluirá un elenco con las referencias completas de todas las obras men-
cionadas, según los criterios que se indican seguidamente.

En el caso de que se citen varias obras del mismo autor, se ordenarán cronológicamente. En la 
segunda y siguientes menciones, se sustituirán los apellidos y el nombre del autor por una doble raya 
(—) seguida de un espacio fijo y sin ninguna puntuación antes del paréntesis en el que se indica el 
año de publicación.

Si se citan varias obras del mismo autor y año, tanto en las referencias del texto principal como 
en el elenco bibliográfico se ordenarán alfabéticamente con letra minúscula, que se escribirá en 
cursiva (2011a).

Si la obra referenciada es de dos o más autores, únicamente se invertirá el orden del nombre y 
los apellidos del primer autor de la obra, pero no el de los autores sucesivos. Ejemplo: Pérez López, 
José, Marisa Fernández García y Javier Rodríguez Jiménez (2015): «Los delitos económicos», Revista 
de Penología, 23 (2), 45-64.

La fórmula anterior es preferible a la de consignar únicamente el nombre del primer autor segui-
do de las expresiones et al. (en cursiva) o «y otros», que también son admisibles.
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Tanto en el texto principal como en la bibliografía se utilizarán las comillas angulares o latinas 
(« »), no las inglesas (“ ”). Si dentro de una oración o segmento de texto ya entrecomillado hay una 
expresión o un enunciado también entrecomillado, se utilizarán las comillas inglesas: (« “ ” »)

– En todo caso, las referencias completas del elenco bibliográfico deberán ser presentadas de la 
siguiente forma:

• Libros: apellido / s y nombre de pila completo (al menos el primero), año de publicación (en-
tre paréntesis seguido de dos puntos), título del libro (en cursiva y con mayúscula sólo en la inicial 
de la primera palabra: la mayúscula en todas las palabras del título es una práctica anglosajona), 
lugar de edición (dos puntos), nombre del editor, (y, eventualmente, colección).

Ejemplo: Vives Antón, Tomás S. (22011): Fundamentos de derecho penal, Valencia: Tirant lo 
Blanch.

• Capítulos de libro: apellido / s y nombre de pila completo (al menos el primero) del (o de 
los) autores, año de publicación (entre paréntesis seguido de dos puntos), título de la obra (entre 
comillas angulares), responsables subordinados (compiladores, editores, etc., precedidos de «en»; el 
nombre de pila de los responsables subordinados puede consignarse con la inicial antes del apellido), 
título del libro (ver arriba), lugar de edición (dos puntos), nombre del editor, (y, eventualmente, 
colección) y páginas (sin las grafías «pp.»).

Ejemplo: Pérez Pérez, María y Laura Martínez Martínez (2014): «Algunas acotaciones sobre los 
actuales modelos de teoría de la legislación», en P. Rodríguez Pérez y M. Ramos Ramos (comps.), 
Nuevos modelos de teoría de la legislación, Madrid: Teorema, 34-51.

• Artículos de revista científica: apellido / s y nombre de pila completo (al menos el primero) del 
(o de los) autores, año de publicación (entre paréntesis seguido de dos puntos), título del artículo 
(entre comillas angulares y con mayúscula solo en la primera palabra), nombre de la revista (en cur-
siva y mayúsculas), (eventualmente, volumen y número de la revista) y páginas (sin las grafías «pp.»).

Ejemplo: Cotterrell, Roger (2015): «The politics of jurisprudence revisited: a Swedish realist in 
historical context», Ratio Juris, 28 (1), 1-14.

• Recursos electrónicos: la inclusión de la referencia de los textos en formato electrónico en el 
elenco bibliográfico solo será obligatoria cuando el documento únicamente sea accesible en la red 
y no esté publicado en una revista o libro (incluidos los electrónicos). En este caso, la cita deberá 
presentarse del siguiente modo: apellido / s y nombre de pila completo (al menos el primero) del 
(o de los) autores, año de publicación (entre paréntesis seguido de dos puntos), título de la obra, 
indicación de soporte entre corchetes («[en línea]»), dirección completa y disponibilidad, que em-
pezará siempre con el protocolo de transferencia de hipertexto (http) e irá entre antibambdas y con 
punto después de la antilambda de cierre (< >.), y fecha de consulta (entre corchetes y con punto 
final antes del corchete de cierre).

Ejemplo: Romero Carrascal, Susana (2008): «Archivos y delitos. La actuación de la Fiscalía de 
Patrimonio Histórico» [en línea], <http://www.arxivers.com/index.php/documents/formacio-1/
jornades-d-estudi-i-debat-1/228-jed-080528-romero-1/file>. [Consulta: 12/06/2014.]

V. DERECHOS DE PROPIEDAD INTELECTUAL

Los autores y autoras ceden en exclusiva a la Revista los derechos de reproducción en revistas 
científicas de los textos admitidos. Asimismo, permiten al Consejo de la revista distribuir sus conte-
nidos en todas aquellas bases de datos científicas en la que se encuentre indexada la Revista, siempre 
con el objetivo de asegurar una amplia distribución de los contenidos cedidos por los autores.
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77 VI. ÍNDICES DE CALIDAD Y BASES DE DATOS

Cumple todos los criterios de calidad de revistas establecidos por el Comité 9 CNEAI (sexenios)
Journal Scholar Metrics. Revistas Españolas de Derecho
http://www.journal-scholar-metrics.infoec3.es/layout.php?id=rank&subject=law&start=100&
order=h5_index&sort=DESC&related=T&country=es
ERIH PLUS (European Index for de Humanities and the Social Sciences) La revista Teoría y 
derecho ha sido incluida en este índice en febrero de 2017.
https://dbh.nsd.uib.no/publiseringskanaler/erihplus/periodical/info?id=488762
Google Scholar Metrics (2011-2015), Índice H de las revistas científicas españolas. La revista es 
la 81 de 148 posiciones.
CARHUS PLUS : valorada como A
RESH (Revistas españolas de ciencias sociales y humanidades).
Incluida en revistas jurídicas interdisciplinares. La mejor valorada por los expertos
http://epuc.cchs.csic.es/resh/indicadores
DICE (Difusión y calidad editorial de las revistas españolas de humanidades y ciencias sociales y
jurídicas) http://dice.cindoc.csic.es/revista.php?rev=1888-3443
LATINDEX: cumple 33 criterios, sobre 33.
ISOC: Sumarios Derecho
CIRC: Calificada como B
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I. GENERAL CRITERIA FOR SUBMISSIONS TO THE JOURNAL TEORÍA & 
DERECHO

1. All manuscripts submitted for consideration should be original and unpublished.
2. «Debate» and «Estudios» original texts should average between 8.000 and 14.000 words in 

length, spaced in 1.5, and 12p for the body type. They must be submitted electronically, prefe-
rably in Word (or other similar revisable format).

3. Submissions are required to be sent before May 1st. (for December’s issue) and before Novem-
ber 1st. (for next year’s June’s issue).

4. At the beginning of the article, authors must indicate the title of the paper, full name of the 
author(s), position of the author(s), and the institution they come from.

5. Authors must send their contact information (specifically: address, telephone number and e-
mail) within their submission form in order to allow the Journal to mantain regular contact 
with them.

6. Submissions must include an abstract of 10 lines or 1000 characters and a list of 5-6 key words 
in Spanish and English languages in any case. Titles must be written in Spanish and English.

7. Submissions should include a Summary, where titles of the different sections of the text are writ-
ten. Submission structure must follow the so-called «Decimal Numbering System for Chapters 
and Subheading», and they should be written only with Arabic figures. Sections will be numbe-
red consecutively starting on number 1. Each one can be divided in n sections, from 1 to n; each 
subsection can also be divided from 1 to n, and so on: (1., 1.1., 1.2., 1.2.1…) (4., 4.1., 4.1.1., 
4.1.2…).

8. Submissions to the section «Temas de Hoy» may omit, fully or partially, the formal requeri-
ments mentioned (abstracts, peer review, length and the requirement to be an unpublished 
work), althougth the manuscript submitted may accomplished some or all of them. In this case, 
the Journal Teoría & Derecho would mention it.

9. In the case of texts and translations submitted to the «Varia» section, there is no need to comply 
with the formal requirements mentioned above.

II. PEER REVIEW PROCESS AND REVIEW OF SUBMISSIONS

In order to select the texts to be published, all submissions will be reviewed through a peer 
review process. The assessment will be carried out by two reviewers. These reviewers, preferably 
external experts, will be anonymous and they will present their reconsiderations on admitted texts. 
In order to be published, submissions should obtain a positive assessment of both reviewers. In case 
of contradiction, the final decision will be taken by the Editorial Board. Authors will receive the 
reviewers’ reconsiderations and they will be given an appropiate period of time to modify their texts 
according to the comments of the experts.

Reviewers will take into consideration the following: i) the thematic suitability; ii) the scien-
tific quality and the competence of the arguments presented; iii) the appropriateness of the text’s 
structure; iv) the opportunity and relevance of the submission in a given research area; and v) the 
acceptance of the data and bibliographical resources used.

Once the revision process undertaken by the experts has finished, the final text to be published 
will be approved by the Editorial Board of the Journal, which will be competent as well to make 
orthotypographics, gramatical and writting-style corrections, if necessary.
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77 III. CORRESPONDENCE WITH THE JOURNAL

Manuscripts should be sent to this e-mail address: teoria.derecho@uv.es
Authors must send two different files in Word (or compatible format). First the manuscript 

which must be completely blind. This is, no reference may let the reviewer know the authorship. In 
this one, the title, the abstract and the keywords must be include in English and Spanish. Moreo-
ver, all the properties of the file referring the author/s must be also erased. The second file should 
contain: the title, name and surname/s of the author/s, institution, current position, email address, 
and the acknowledgments and references to the research projects or so on within which the research 
has been developed.

Attached to the former ones, the form related to the personal data protection and its treatment 
should be submitted to the editorial, according to the current regulations. This form can be down-
loaded at the website of the journal: teoriayderecho.tirant.com

Manuscripts can be also sent through postal mail to Revista Teoría & Derecho. Editorial Tirant 
lo Blanch, C/ Artes Gráficas 14, entresuelo, 46010 Valencia.

IV. QUOTES CITATION FORMAT

Only two citation systems can be used:
1. Taking into account the nature of the Journal, which is orientated to theoretical thought, 

it should be preferred to include the bibliographical references at the end of the article, through a 
bibliographic note which reflects the state of the question, the most relevant articles and the funda-
mentals of the author’s thesis or reasoning.

2. The date / author citation system (or Harvard system) could also be used. In this case, a list 
of bibliography must be placed at the end of the document.

Doing this, citations should go in brackets, including author’s surname, date of publication and 
the page / s. For instance, (Vives 2011:129).

If it is a second or later edition, this matter will be indicated with a superscript, written just 
before the year of publication. For instance, (Vives, 22011: 129).

– At the end of the article, a complete list of bibliography should be included according to the 
following criteria:

If several papers of the same author are cited, they should follow a chronological order. In se-
cond and subsequent mentions, authors’ surnames and names will be substituted by a double line 
(—), followed by a space, and no punctuation before the brackets, with the year of publication.

If the articles or books are published by the same author in the same year, they will be ordered 
alphabetically with a lowercase letter written in italics (2001a).

If the paper referenced to is written by two or more authors, the order will be changed only in 
relation to the first author’s name and surnames. For instance, Pérez López, José, Marisa Fernández 
García y Javier Rodríguez Jiménez (2015): «Los delitos económicos», Revista de Penología, 23 (2), 
45-64.

The previous system will be preferible to the one in which the first author’s name is followed by 
the expression et al. (italics) or «and others», although the latter is also allowed.

In the main text and in the bibliography, Latin / Spanish quotation marks (« ») will be used, not 
English quotation marks (“ ”). English quotation marks can be used whenever an expression and / 
or part of a sentence is already quoted, within the major sentence (« “ ” »).

– In any case, bibliographical references must be quoted in the following way:
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Books: Author’s or Authors’ Surname / s, Name (at least the first), year of publication (with 
brackets followed by colon), Title of the book (italics and capital letter only the initial of the first 
word, not all the words), place of edition (colon), editor’s name, and, eventually, collection.

For instance: Vives Antón, Tomás S. (22011): Fundamentos de derecho penal, Valencia: Tirant lo 
Blanch.

Book chapter: Author’s or Authors’ Surname / s, Name (at least the first), year of publication 
(with brackets followed by colon), Title of the chapter (double quotation marks), person in charge 
of the edition (editor, coordinator, compilator…, preceded by «in»; name of person in charge may 
be written with the initial before the surnames), title of the book (italics and capital letter only the 
first letter of the first word, not with all the words), place of edition (colon), editor’s name, eventua-
lly, collection, and pages (without any graphical symbol).

For instance: Pérez Pérez, María y Laura Martínez Martínez (2014): «Algunas acotaciones sobre 
los actuales modelos de teoría de la legislación», en P. Rodríguez Pérez y M. Ramos Ramos (comps.), 
Nuevos modelos de teoría de la legislación, Madrid: Teorema, 34-51.

Article of Scientific Journals: Author’s or Authors’ Surname/s, Name (at least the first), year of 
publication (with brackets followed by colon), Title of the article (double quotation marks), title 
of the journal (italics and capital letters), eventually volumen and issue of the journal, and pages 
(without any graphical symbol).

For instance: Cotterrell, Roger (2015): «The politics of jurisprudence revisited: a Swedish realist 
in historical context», Ratio Juris, 28 (1), 1-14.

Electronic Resources: References to an electronic resources in the list of bibliography is not 
compulsory when the resource is only available online and it is not published in a journal or book 
(even electronic ones). If so, the reference should be as follows: Author’s or Authors’ Surname/s, 
Name (at least the first), year of publication (with brackets followed by colon), Title of the resource 
(double quotation marks), format between square brackets («[on line]»), link and availabilty, be-
ginning always with the Hypertext Transfer Protocol (http) and it will be between broken brackets, 
followed by a stop after the end (< >.), and date of reference (with square brackets and full stop 
before the end square bracket).

For instance, Romero Carrascal, Susana (2008): «Archivos y delitos. La actuación de la Fiscalía de 
Patrimonio Histórico» [en línea], <http://www.arxivers.com/index.php/documents/formacio-1/
jornades-d-estudi-i-debat-1/228-jed-080528-romero-1/file>. [Date of reference: 12/06/2014.]

V. COPYRIGHT NOTICE

The authors of submitted texts agree to assign their copyright and reproduction rights to the 
Journal. Therefore, the Journal will have exclusive rights to authorize the reproduction public dis-
play and / or distribution of the work. The authors authorize the Journal to make the work available 
and to share its content in scientific databases, in which the Journal is indexed, in order to make 
sure a greater citation of those contents granted by the authors.

VI. SCIENTIFIC RANKINGS AND DATABASES

The Journal meets the qualitiy criteria established by the “Comité 9 CNEAI” (six-year terms)
Journal Scholar Metrics / Spanish Scientific Legal Journals
http://www.journal-scholar-metrics.infoec3.es/layout.php?id=rank&subject=law&start=100&
order=h5_index&sort=DESC&related=T&country=es
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77 ERIH PLUS (European Reference Index for the Humanities and Social Sciences). The Journal 
Teoría & Derecho has been indexed in February 2017.
https://dbh.nsd.uib.no/publiseringskanaler/erihplus/periodical/info?id=488762
Google Scholar Metrics (2011-2015), H Index of Spanish Scientific Journals. The Journal is 
ranked 81 out of 148.
CARHUS PLUS : Position A
RESH (Spanish Journals of Social Sciences and Humanities). The journal is the highest ranked
within the interdisciplinary scientific journals.
http://epuc.cchs.csic.es/resh/indicadores
DICE (Dissemination and editorial quality of the Spanish Scientific Journal of Humanities and
Social and Legal Sciences)
http://dice.cindoc.csic.es/revista.php?rev=1888-3443
LATINDEX: it meets 33 criteria out of 33.
ISOC: Abstracts in Law
CIRC: Position B


